
Talca, once de marzo de dos mil veinte.

Visto y teniendo presente:

Primero: Que  comparece  don  Jos  Eduardo  Gonz lez  Uribe,é á  

pensionado, domiciliado en Pasaje 11  Sur, entre las calles 32 y 33½  

Oriente N  3.509, Poblaci n Carlos Trupp de Talca, quien interpone° ó  

recurso  de  protecci n  en  contra  de  A.  F.P.  Provida  S.  A. ,ó “ ”  

representada por don Gregorio Ruiz Esquive Sandoval, j en raz n deló  

acto que considera ilegal y arbitrario, consistente en la negativa por 

parte  de  la  recurrida  de  hacerle  devoluci n  de  sus  ahorrosó  

previsionales,  vulnerando  su  derecho  de  propiedad,  garant aí  

constitucional garantizada en el art culo 19 N  24 de la Constituci ní ° ó  

Pol tica de la Rep blica. Solicita que en definitiva se ordene la entrega,í ú  

en el m s breve plazo, de sus ahorros previsionales que ascienden a $á  

23.000.000.- y al pago de las costas de la causa.   

Funda  su  presentaci n  se alando  que  en  2.017  se  jubil ,ó ñ ó  

recibiendo una pensi n mensual de $ 164.000.- continu  trabajando,ó ó  

debido al monto tan bajo que recibe de pensi n, sufriendo en abril deó  

2.017  un  accidente  laboral,  que  relata  extensamente,  que  lo  hizo 

perder  uno  de  sus  ojos,  lo  que  le  provoc  consecuencias  f sicas  yó í  

psicol gicas. ó

El 7 de octubre de 2.019 solicit  a la A. F. P. recurrida la devoluci nó ó  

de sus ahorros previsionales, con el objeto de administrarlos personal y 

directamente. El 14 de noviembre recibi  respuesta negativamente a suó  

petici n, recibiendo la carta enviada por correo certificado el 25 deó  

noviembre pasado. 

En cuanto al  derecho,  sostiene  que el  presente  Recurso es  un 

mecanismo de tutela de derechos fundamentales, seg n el art culo 20ú í  

de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  el  Recurso  estó í ú á 

presentado dentro de plazo.

La acci n que estima arbitraria es la negativa de la recurrida deó  

no devolverle sus dineros, porque implica un flagrante desconocimiento 

a su derecho de dominio sobre sus ahorros previsionales. Para acreditar 
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tal  arbitrariedad,  es  necesario  mostrar  que  se  niega  en  t rminosé  

constitucionalmente  il citos,  su  derecho  de  propiedad  sobre  aquellosí  

fondos, neg ndose a reconocer sus facultades esenciales y protegidasá  

por el texto constitucional.

La garant a amaga es su derecho de propiedad a la solicitud deí  

retirar los dineros que ha aport  durante toda su vida laboral. ó

Afirma que los recursos contenidos en su cuenta de capitalizaci nó  

individual son de su propiedad, seg n lo establecido en el D. L. 3.500,ú  

cuesti n  en  que  cita  alegatos  desarrollados  ante  el  Tribunaló  

Constitucional.

Aquel  derecho  de  propiedad  sobre  sus  recursos  ha  sido 

desconocido  en  infracci n  a  la  Constituci n  y  cuya  protecci n  seó ó ó  

extiende a la propiedad de cada bien, el bien sobre el que el derecho 

real recae, con todos los atributos y facultades esenciales del dominio. 

La  propiedad  sobre  sus  ahorros  previsionales  est  al  menos,á  

formalmente reconocido, sin embargo no se le reconocen las facultades 

del dominio, se le niega la posibilidad de gozar de la cosa del modo 

que le parezca m s adecuado y de disponer de ella, conceptualizandoá  

las facultades de usar, gozar y disponer que le entrega el dominio sobre 

los  bienes.  Afirma que la  protecci n constitucional  de la  propiedadó  

implica que el  due o no puede ser privado de ninguna de las  tresñ  

facultades antes indicadas. 

Por lo que dice relaci n con la inconstitucionalidad de la acci nó ó  

de  la  recurrida,  alega  que  establecida  la  facultad  de  usar,  gozar  y 

disponer  de sus  cosas  a  su  arbitrio,  no  siendo contra  ley o contra 

derecho ajeno, que es el contenido esencial del derecho de propiedad, 

aquello sin lo cual deja de ser lo que es y pasa a ser irreconocible en 

los t rminos configurados, y que la recurrida se ha negado a permitirleé  

usar, gozar y disponer a su arbitrio de sus fondos previsionales, cae por 

su propio peso que el derecho de propiedad sobre sus recursos ha sido 

desconocido. Con su decisi n, la A. F. P. act a ileg timamente comoó ú í  
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due a de sus ahorros previsionales, decidiendo como administrarlos yñ  

aprovech ndose de los derechos que esa administraci n implica. á ó

Segundo: Que evacuando el informe de rigor, la Administradora“  

de  Fondos  de  Pensiones  Provida  S.  A.  solicit  la  declaraci n  de” ó ó  

inadmisibilidad,  con  costas,  fundado  en  la  extemporaneidad  de  la 

presente acci n de protecci n, la falta de legitimaci n activa de esaó ó ó  

parte, en que la presente acci n no es la v a id nea para resolver esteó í ó  

tipo de materia; y, en subsidio, pidi  el rechazo del Recurso fundadoó  

en que no ha incurrido en una acci n ilegal o arbitraria al negar laó  

entrega anticipada de los fondos de pensiones del recurrente. Ha dado 

estricto cumplimiento a la Constituci n Pol tica, a la legislaci n y a laó í ó  

normativa vigente del Compendio de Normas de la Superintendencia 

de Pensiones.

En  lo  relativo  a  lo  que  el  informante  llam  Condicionesó “  

Generales  indica que el 7 de octubre de 2.019 el recurrente solicit  la” ó  

entrega  anticipada  de  la  totalidad  de  los  fondos  previsionales 

acumulados  en  su  cuenta  de  capitalizaci n  obligatoria.  El  14  deó  

noviembre  de  2.019,  le  inform  al  recurrente  que  no  era  posibleó  

acceder a su solicitud. Los fondos previsionales est n destinados, por laá  

Constituci n  y  la  ley,  a  pagar  pensiones  de  vejez,  invalidez  yó  

sobrevivencia. A falta de beneficiarios, los fondos hereditarios se retiran 

como herencia por parte de los herederos respectivos. 

Por ello, no puede hacer entrega anticipada a un afiliado de la 

totalidad de los fondos previsionales, para destinarlos a una finalidad 

distinta a la que el D. L. 3.500 ha establecido. 

Luego, describe el sistema de pensiones chileno, que se establece 

en base a dos pilares: un mecanismo de capitalizaci n individual conó  

cotizaci n definida y obligatoria para los trabajadores dependientes; y,ó  

el derecho de propiedad del afiliado sobre sus fondos previsionales. Ello 

est  relacionado con el sistema previsional establecido en el D. S. 3500,á  

que consagra la garant a constitucional a la seguridad social  del Ní “ ” º 

18 del  art culo 19 de la  Constituci n)  que  establece la  facultad deí ó  
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establecer  obligaciones  previsionales.  Si  bien  el  ahorro  previsional 

pertenece al afiliado, constituye un patrimonio de afectaci n destinadoó  

a financiar las prestaciones que la ley establece y de la manera que ella 

dispone, prohibiendo a esas A. F. P. entregar pensiones o prestaciones 

distintas  de  aquellas  expresamente  reconocidos  en  la  ley,  seg n  loú  

dispone el art culo 23 del D. L. 3.500 y el art culo 64 del Reglamentoí í  

de ese D. L.

Hace presente que al negar la entrega anticipada de los fondos 

previsionales, no ha incurrido en acto ilegal o arbitrario, sino que ha 

dado cumplimiento a la normativa legal.

En cuanto a  la  extemporaneidad del  Recurso,  sostiene  que no 

cumple con el plazo de 30 d as para la interposici n del mismo, desdeí ó  

el acto arbitrario o ilegal. El recurrente fija el 25 de noviembre de 

2.019 como el inicio del plazo y en que se le notific  la decisi n de noó ó  

entregarle  sus  fondos  previsionales.  El  hecho  en  que  se  funda  el 

Recurso no es  un hecho nuevo,  sino un elemento  fundamental  del 

sistema de pensiones que existe desde su origen, es decir, en cualquier 

momento que se hubiese formulado el requerimiento habr a obtenidoí  

la  misma  respuesta.  El  destino  de  los  fondos  previsionales  era 

plenamente  conocido  por  el  recurrente  al  momento  de  entrar  en 

vigencia el ordenamiento jur dico que regul  el sistema de pensionesí ó  

vigente  desde  1.980  y  que  se  refiere  al  destino  de  los  fondos 

previsionales. Al momento que el recurrente formul  el requerimientoó  

a la  A. F.  P.  sab a,  o deb a saber  a lo menos,  el  contenido de laí í  

respuesta. El destino de los fondos era conocido por el recurrente desde 

que entr  en vigencia el D. L. 3.500 de 1.980 y la ley se presumeó  

conocida desde su vigencia, seg n lo dispone el art culo 8 del C digoú í ó  

Civil. El recurrente se incorpor  al sistema de pensiones y ha cotizadoó  

desde hace a os. ñ

En cuanto a la falta de legitimaci n activa de la recurrida, se alaó ñ  

que con ocasi n del accidente laboral, el demandante de protecci nó ó  

yerra al dirigir la acci n en su contra, porque se estar a infringiendo esó í  
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la garant a a la salud,  m s no la seguridad social. Quien otorga lasí á  

prestaciones de salud es FONASA y/o la Isapre a la que se encuentre 

afiliado.  Si  bien  otorg  pensi n  de  invalidez,  el  afiliado  debe  seró ó  

calificado por parte de una Comisi n M dica de la Superintendenciaó é  

de Pensiones. El recurrente no se ha acercado a tramitar su pensi n deó  

invalidez.

Como tercera alegaci n de la recurrida, sostiene que el presenteó  

Recurso no es la v a id nea para la resoluci n de esta materia. Loí ó ó  

define  se alando  que  es  una  acci n  cautelar  de  ciertos  derechosñ ó  

fundamentales frente a los menoscabos que puedan experimentar como 

consecuencias de acciones u omisiones ilegales de la autoridad o de los 

particulares. Se trata de un medio ideado para situaciones urgentes, 

con  el  objeto  de  prestar  amparo  al  afectado.  Lo  pedido  por  el 

recurrente es una modificaci n de los cuerpos normativos que regulanó  

el sistema de pensiones, que no se condice con la finalidad de este tipo 

de recurso y la excede, pretendiendo discutir la constitucionalidad del 

D.L. 3.500 en sede cautelar y de emergencia. 

Como cuarto ac pite en que la recurrida sostiene el rechazo de laá  

presente acci n, alega que no existe privaci n, perturbaci n o amenazaó ó ó  

del derecho de propiedad. Negando la ejecuci n de un acto o haberó  

incurrido en una omisi n arbitraria o ilegal. El rechazo a la petici nó ó  

del recurrente se basa en las normas constitucionales y legales sobre las 

que se sustenta el sistema de pensiones y que debe ser cumplida por 

todos los  actores  del  sistema. Se haber entregado los fondos habr aí  

incurrido  en  una  infracci n  de  ley.  Cita  jurisprudencia  del  Poderó  

Judicial as  como administrativa, de la Superintendencia de Pensiones.í

 Tercero: Que en parecer de esta Corte, la acci n constitucionaló  

de protecci n constituye un remedio procesal de urgencia cuyo objetivoó  

consiste en cautelar derechos garantizados por la Constituci n Pol tica,ó í  

que se especifican en el art culo 20 de la Carta Fundamental, y queí  

tiene por objeto adoptar prontas medidas en situaciones de hecho en 

que se han realizado actos o incurrido en omisiones, que con car cterá  
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de arbitrarios o contrarios a la ley, priven, perturben o amenacen de 

manera patente, manifiesta, grave y evidentemente anormal el debido 

ejercicio  de  un  derecho  hecho  valer  por  el  reclamante  y  que  se 

encuentre amparado y garantizado en el texto constitucional. De tal 

forma, que la procedencia del recurso est  dada por la concurrencia deá  

los siguientes requisitos: 1) existencia de un acto u omisi n en que seó  

origina el  recurso;  2)  que se sea ilegal  o arbitrario;  3)  que de esaé  

ilegalidad  o  arbitrariedad  se  siga  directa  e  inmediata  afectaci n  deó  

alguna garant a constitucional. í

Por ello, es requisito esencial de la presente acci n, la ejecuci nó ó  

u  omisi n  de  alg n  acto  de  la  recurrida,  que  pueda  calificarse  deó ú  

arbitrario e ilegal y que afectando derechos fundamentales, requiera el 

pronto remedio a la afectaci n de esas garant as. ó í

Cuarto: Que en cuanto a la alegaci n de extemporaneidad deló  

Recurso que plante  la recurrida, debe precisarse que la vigencia yó  

presunci n de conocimiento de la ley que establece el art culo 8 deló í  

C digo Civil,  no puede, conceptualmente, considerarse acto il cito oó í  

arbitrario,  por lo que la  creaci n y organizaci n de lo que fue unó ó  

nuevo sistema previsional, mediante un cuerpo de leyes al efecto, no 

puede considerarse jur dicamente, como arbitrario o abusivo. í

La temporalidad que fija el n mero 1 del Auto Acordado sobreú  

Tramitaci n y fallo del recurso de protecci n debe contarse desde queó ó  

el  acto  que  el  recurrente  fija  como  constitutivo  del  actuar 

inconstitucional y que se manifest  mediante la carta de la recurridaó  

que respondiendo la petici n del  recurrente,  neg  la entrega de losó ó  

fondos previsionales. 

Por ello, la extemporaneidad de la presente acci n constitucionaló  

debe ser desestimada.

Quinto: Que conforme con las alegaciones de las partes y de los 

documentos acompa ados, son hechos pac ficos que el  recurrente señ í  

encuentra afiliado al sistema previsional vigente y que se regula en el 

D. L. 3.500 de 1.981; que el demandante de protecci n, de 67 a os deó ñ  
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edad, se encuentra recibiendo una pensi n de parte de la recurrida, deó  

$ 164.000.-; y, que la recurrida le neg  la devoluci n de los fondosó ó  

previsionales que actualmente percibe por medio del sistema de retiro 

programado de fondos y financian aquella pensi n.ó

Sexto: Que el art culo 19 N  24 de la Carta Magna, reconoceí °  

como derecho fundamental  de las personas, el  de propiedad en sus 

diversas especies sobre toda clase de bienes corporales o incorporales, 

entregando  a  la  ley  el  establecimiento  en  lo  que  interesa  a  este–  

Recurso-, de las limitaciones y obligaciones que deriven de su funci nó  

social, la que comprende cuanto exijan  los intereses generales de la“  

Naci n, la seguridad nacional, la utilidad y la salubridad p blica y laó ú  

conservaci n del  patrimonio ambientaló ”,  esto  es,  la  limitaci n a  lasó  

facultades y atribuciones de la propiedad deben basarse en alguna de 

aquellas causales, constituy ndose en l mite de la funci n social y siné í ó  

que  sea  pertinente  la  invocaci n  de  otros  motivos  que  excedan losó  

se alados en la norma constitucional. ñ

La  norma  precitada  contin a  se alando  que  la  limitaci n  deú ñ ó  

alguno  de  los  atributos  o  facultades  esenciales  del  dominio  debe 

imponerse por una ley general o especial, que autorice la expropiaci nó  

por causa de utilidad p blica o de inter s nacional, calificada por elú é  

legislador.

Aquella  norma  de  rango  superior  se  ha  enfrentado  con  el 

derecho a la seguridad social que tienen las personas y que establece el 

N  18 del art culo 19 de la Carta Fundamental, y que obliga al Estado° í  

a garantizar su ejercicio a todos los habitantes al goce de prestaciones 

b sicas uniformes, pudiendo establecer cotizaciones obligatorias. á

 S ptimo:é  Que  no  obstante  las  dificultades  de  precisar  los 

contornos y alcances del concepto de funci n social, el art culo 19 Nó í ° 

24  de  la  norma constitucional  fija  las  ideas  que permiten  privar  o 

limitar el derecho de propiedad. En el presente caso, la limitaci n deló  

derecho de propiedad podr a fundarse en la  causal  gen rica de losí é  
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intereses generales de la Naci n“ ó ”, por la impertinencia de las dem sá  

motivaciones que se ala la garant a precitada.ñ í

Nuevamente  aparece un concepto de dif cil  conceptualizaci n,í ó  

sea en sus alcances y l mites, pero que guardan estricta vinculaci n coní ó  

las obligaciones estatales, entre ellas, el de dotar de seguridad social a 

los  habitantes  del  pa s,  y  que  ha  pretendido  cumplir  mediante  laí  

dictaci n del D. L. 3.500, que impone la limitaci n a la propiedad deó ó  

los  fondos previsionales  s lo para los  fines  del  goce de prestacionesó  

b sicas en esa materia. á

Cabe precisar que la base estructural de aquella limitaci n tieneó  

por objetivo crear un derecho para las personas, incluso mediante el 

establecimiento de cotizaciones imperativas, pero en caso alguno, como 

una obligaci n para ellas, ya que se transforma en una carga y l miteó í  

para el uso, goce y disposici n de los fondos ahorrados por esa v a;ó í  

facultades que son inherentes al derecho de dominio. Sobre la base de 

aseguramiento  de  un derecho,  no puede imponerse  una  obligaci n,ó  

cual  es  la  imposibilidad  de  administrar  y  disponer  de  sus  bienes, 

constituyendo  una  verdadera  interdicci n  civil  y  sin  causaó  

constitucional que as  lo permita jur dicamente. í í

Octavo: Que entre la norma constitucional sobre el derecho de 

propiedad y la destinaci n de los fondos previsionales hecha por el D.ó  

L. 3.500 existe una diferencia jer rquica entre ellas, la que conforme aá  

la estructura kelseniana de las normas jur dicas, debe resolverse por laí  

mayor  jerarqu a  y  fuerza  obligatoria  del  derecho  establecido  en  laí  

Constituci n Pol tica de la Rep blica, frente a las normas del D. L.ó í ú  

3.500, de fuerza obligatoria igual al de la ley com n.  ú

Cabe precisar que no se est  en presencia de un problema deá  

constitucionalidad,  excluido  de  la  esfera  de  conocimiento  de  los 

Tribunales ordinarios y a cargo del Tribunal Constitucional, sino que 

de aplicaci n y jerarqu a de normas frente al caso concreto, lo queó í  

permite en consecuencia, conocer de esta materia a trav s del presenteé  
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Recurso,  herramienta  que  permite  garantizar  el  goce  de  derechos 

fundamentales.  

Que el Recurso de Protecci n, a su vez, requiere la existencia deó  

un  acto  ilegal  y  arbitrario,  debiendo  entenderse  aquellos  requisitos 

como un an lisis a todo el ordenamiento jur dico, en relaci n con losá í ó  

garant as  constitucionales,  y  en  el  proceso  hermen utico  de  unas  yí é  

otras normas, deben primar aquellas de mayor rango jer rquico, comoá  

lo es la Carta Magna.   

Noveno: Que  por  otra  parte,  frente  a  la  existencia  de  dos 

derechos  que  parecen  contradecirse,  -seguridad  social  y  propiedad-, 

debe  tenerse  en  consideraci n  que  el  primero  aparece  como  unó  

derecho futuro  y eventual  requiere  que  la  persona est  viva-,  que– é  

adem s es financiada por el propio cotizante. En tanto el segundo, seá  

trata de un ejercicio inmediato y que guarda relaci n directa con suó  

calidad  y  condiciones  de  vida  del  recurrente,  la  libertad  en  las 

capacidades de ejercicio y de goce de sus derechos, entre ellos, el de 

propiedad, sin que pueda obligarse a un control, sea del Estado o de 

alguna entidad privada, como la recurrida, para el cumplimiento de las 

obligaciones  del  Estado.  La  seguridad  social  es  por  definici n  unó  

derecho, m s no una obligaci n para las personas. á ó

Cabe se alar que la alegaci n sobre la afectaci n del derecho añ ó ó  

la salud, que cree el recurrente es la garant a amagada, ser  deso da,í á í  

en  atenci n  a  que  ella  no  ha  sido  invocada,  ni  es  pedido  por  eló  

recurrente,  pues  debe  entenderse  que  la  descripci n  del  accidenteó  

laboral que explica en su Recurso, es la introducci n al mismo, y cuyasó  

peticiones concretas est n referidas a sus ahorros previsionales.á

D cimo:é  Que la alegaci n de la recurrida sobre idoneidad de laó  

presente acci n para conocer de esta materia, al tenor de sus peticionesó  

concretas del Recurso, no dicen relaci n con el cambio de legislaci n,ó ó  

cuesti n del todo improcedente conocer a trav s de esta v a judicial. ó é í

El requisito principal del Recurso dice relaci n con la existenciaó  

de  un  derecho  indubitado,  cual  es  la  restituci n  de  los  fondosó  
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previsionales  del  recurrente  por  ser  de  su  dominio,  lo  que  fue 

cuestionado por la recurrida, basado en que se trata de un  patrimonio 

de afectaci n, pero reconoci  tener en su poder aquellos fondos. Esaó ó  

circunstancia hace concluir que la existencia del derecho de dominio de 

esos fondos previsionales no es objeto de discusi n, ni a n en su monto,ó ú  

pudiendo resolverse por esta v a, atendida la naturaleza de la garant aí í  

que se dice afectada. 

Und cimo:  é Conforme con lo anterior, se ha acreditado que el 

recurrente  es  titular  del  derecho  de  dominio  sobre  los  fondos 

previsionales que mantiene en su poder la recurrida, que la entrega de 

ellos  se  hace  mediante  el  beneficio  de  una  pensi n,  por  lo  que  eló  

rechazo de la recurrida a la restituci n ntegra de ese patrimonio poneó í  

en  juego  y  amaga  la  garant a  constitucional  de  la  propiedad,  queí  

establece  el  art culo  19  N  24  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ° ó í  

Rep blica, lo que conlleva a calificar esa negativa de ilegal y arbitraria,ú  

en  tanto  se  afecta  ese  derecho  fundamental  asilado  en  una  norma 

jur dica de menor rango y que debe ceder en su aplicaci n frente a laí ó  

regla constitucional.  

  Conforme  con  lo  razonado,  el  presente  Recurso  debe  ser 

acogido,  ordenando  la  entrega  de  los  fondos  previsionales  del 

recurrente y que actualmente se encuentran en poder de la recurrida.

  Y vistos adem s lo dispuesto en los art culos 19 N  24; y 20 deá í °  

la Constituci n Pol tica del Estado; y, Auto Acordado de la Excma.ó í  

Corte Suprema, sobre Conocimiento, Tramitaci n y Fallo del recursoó  

de que se trata, se declara que SE ACOGE el recurso de protecci nó  

interpuesto por don Jos  Eduardo Gonz lez Uribe en contra A. F. P:é á “  

Provida S. A. , disponi ndose que est  ultima, restituya al recurrente la” é á  

totalidad de sus fondos previsionales, en el plazo m ximo de treintaá  

d as. í

Acordada con el voto en contra del abogado integrante don Abel 

Bravo  Bravo,  quien  fue  de  opini n  de  rechazar  el  recurso  deó  

protecci n en raz n de lo siguiente:ó ó
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1 )°   Que el actor no ha sufrido amenaza, perturbaci n ni privaci n deó ó  

derecho  alguno;  y   menos  a n  es  dable  estimar  que  tal  eventualú  

situaci n hubiere ocurrido por una acci n u omisi n arbitraria o ilegaló ó ó  

de la recurrida, por cuanto sta ha procedido de conformidad a laé  

legislaci n vigente; ó

2 )°  Que el  N  18 del art culo 19 de la Constituci n Pol tica de la° í ó í  

Rep blica establece el derecho a la seguridad social y el  Decreto Leyú  

N  3.500, dispone la obligatoriedad de cotizar y el derecho a gozar, en°  

su oportunidad, de las prestaciones que en l se contemplan. A su vez,é  

el art culo 34 del mismo Decreto Ley restringe el destino de los bienesí  

que  componen el  patrimonio  de  las  Administradoras  de  Fondos  de 

Pensiones,  para  los  efectos  de  generar  prestaciones  con  car cterá  

previsional y las cuales se financian con las cuentas de capitalizaci n deó  

sus afiliados. Finalmente, el art culo 61 del cuerpo legal referido indicaí  

la oportunidad en que dichos afiliados pueden disponer de sus ahorros 

previsionales,  esto  es,  cuando  se  cumplan  los  requisitos  que  hacen 

posible acogerse a una pensi n.ó

3 )°  Que, la AFP recurrida no ha desconocido ni discutido el dominio 

de los fondos acumulados a nombre del recurrente. No obstante, lo ha 

circunscrito a la finalidad para el cual lo ha recibido en administraci n,ó  

esto  es,  generar  un fondo que permita  la  existencia  del  sistema de 

pensiones, conforme a la legislaci n vigente.ó

4 )°  Que, de conformidad a lo ordenado por el art culo 23 del aludidoí  

Decreto Ley, las AFP, sus directores y dependientes, no pueden ofrecer 

u otorgar a sus afiliados, bajo ninguna circunstancia, otras pensiones, 

prestaciones o beneficios que los se alados en la ley; y, su infracci nñ ó  

est  sancionada seg n sus propias disposiciones y las contempladas ená ú  

el D.F.L. 101 del Ministerio del Trabajo y Previsi n Social. Por ende,ó  

la entrega de parte o el total de los fondos acumulados a un afiliado, 

importar a no solo un acto no autorizado, sino  una infracci n legalí ó  

sancionable.  
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5 )°  Que, por consiguiente, resulta forzoso concluir que la recurrida no 

ha  incurrido  en ilegalidad o  arbitrariedad alguna,  desde  que se  ha 

limitado a cumplir las normas legales que regulan su actividad.

6 )°  Que, en consecuencia, no d ndose los presupuestos de procedenciaá  

de la  acci n de protecci n,  en opini n del  disidente,  el  recurso deó ó ó  

protecci n materia de autos, debi  ser rechazado.ó ó

Por  lo  expuesto,  el  disidente  fue  de  parecer  de  rechazar  el 

presente arbitrio.          

No se condena en costas a la recurrida.

Redacci n del ministro Carrillo Gonz lez.ó á

Reg strese y arch vese en su oportunidad.  í í

Rol N  9073-2019/Protecci n. ° ó

No firma la magistrada Isabel Salas Castro, por haber  concluido su 
suplencia.
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Talca integrada por Ministro Carlos Carrillo G. y Abogado Integrante

Abel Bravo B. Talca, once de marzo de dos mil veinte.

En Talca, a once de marzo de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 08 de septiembre de 2019, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl
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